
Santiago, diez de junio de dos mil catorce.  

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 483 C del Código del 

Trabajo, se dicta la sentencia de reemplazo en unificación de 

jurisprudencia que sigue. 

Vistos:  

Se mantienen la parte expositiva y los fundamentos primero, 

segundo, tercero y cuarto de la sentencia de nulidad de diez de 

septiembre de dos mil trece dictada por la Corte de Apelaciones de 

Concepción, los que no se modifican con la decisión que se emite a 

continuación.   

 Y teniendo presente: 

Primero: Que, conforme con los planteamientos consignados en los 

motivos que se han mantenido vigentes de la sentencia de nulidad, el 

recurrente acusa la infracción del artículo 183 B y 183 E del Código del 

Trabajo, y de los artículos 1511 y 1526 del Código Civil, al concluir que 

la responsabilidad de dicha parte es solidaria, en circunstancias que del 

artículo 183 E no puede desprenderse tal conclusión, siendo ella sólo de 

carácter mancomunada o simplemente conjunta.  

Segundo: Que, por consiguiente, la controversia de derecho en 

cuanto a este capítulo de la nulidad que se examina, consiste en 

determinar la forma de concurrencia de la empresa principal a la 

indemnización que se ha dispuesto. 

 Tercero: Que para dilucidar el litigio planteado, se hace necesario 

el análisis e interpretación de lo dispuesto en los artículos 183 B y 183 E 

del Código del Trabajo. La primera de dichas normas prescribe: “ La 

empresa principal será solidariamente responsable de las obligaciones 

laborales y previsionales de dar que afecten a los contratistas en favor 

de los trabajadores de éstos, incluidas las eventuales indemnizaciones 

legales que correspondan por término de la relación laboral. Tal 

responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o 

los trabajadores prestaron servicios en régimen de subcontratación para 

la empresa principal. 



En los mismos términos, el contratista será solidariamente 

responsable de las obligaciones que afecten a sus subcontratistas, a 

favor de los trabajadores de éstos.  

La empresa principal responderá de iguales obligaciones que 

afecten a los subcontratistas, cuando no pudiere hacerse efectiva la 

responsabilidad a que se refiere el inciso siguiente.  

El trabajador, al entablar la demanda en contra de su empleador 

directo, podrá hacerlo en contra de todos aquellos que puedan 

responder de sus derechos, en conformidad a las normas de este 

Párrafo.  

En los casos de construcción de edificaciones por un precio único 

prefijado, no procederán estas responsabilidades cuando quien encargue 

la obra sea una persona natural.”  

A su turno, el artículo 183 E del Código del Ramo establece: “Sin 

perjuicio de las obligaciones de la empresa principal, contratista y 

subcontratista respecto de sus propios trabajadores en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 184, la empresa principal deberá adoptar las 

medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de todos 

los trabajadores que laboran en su obra, empresa o faena, cualquiera 

sea su dependencia, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 bis 

de la Ley 16.744 y el artículo 3° del Decreto Supremo N° 594 de 1999 

del Ministerio de Salud.  

En los casos de construcción de edificaciones por un precio único 

prefijado, no procederán las obligaciones y responsabilidades señaladas 

en el inciso precedente, cuando quien encargue la obra sea una persona 

natural. 

Sin perjuicio de los derechos que se reconocen en este Párrafo 1° 

al trabajador en  régimen de subcontratación, respecto del dueño de la 

obra, empresa o faena, el trabajador gozará de todos los derechos que 

las leyes del trabajo le reconocen en relación con su empleador.” 

 Cuarto: Que las disposiciones precedentes forman parte del 

compendio de normas introducidas por la Ley 20.123 y están 

construidas desde el principio de protección del trabajador, pretendiendo 

intensificar, en un caso, la posición de garante  y estableciendo, en el 



otro, la responsabilidad directa del empresario que contrata con otros 

obras o servicios, sea respecto de las obligaciones pecuniarias de sus 

contratistas, tanto laborales como de seguridad social, como las propias 

en el ámbito de la seguridad, expresando de esta manera el carácter 

protector del Derecho del Trabajo, que en este caso tiene como objetivo 

prioritario asegurar el respeto de los derechos del trabajador y no la 

situación particular de control o no de la empresa.  

 Las referidas disposiciones representan un cambio en relación a la 

situación previa a su introducción, ya que establece en el artículo 183 B 

la posibilidad del dependiente de dirigirse contra el patrimonio del dueño 

de obra para el caso de incumplimiento del empleador directo en el 

respeto de ciertos y precisos derechos, cuando el principal no ha tomado 

los resguardos que la ley establece. Esta Corte ya ha señalado, 

interpretando el artículo citado, que la obligación de base y general que 

establece la ley para el principal es en carácter de subsidiario, mutando 

a solidario por un hecho u omisión suya, esto es, dependiendo de si hizo 

uso o no del deber de información, control y retención que la ley le 

acuerda para salvaguardar los derechos laborales y previsionales del 

trabajador.  

A su turno, el artículo 183 E consagra una obligación particular y 

especial en materia de higiene y seguridad, imponiendo al dueño de la 

obra el deber de protección eficaz de la vida y salud de todos los 

trabajadores que se desempeñen en su empresa o faena con arreglo a 

las normas que en la misma disposición se expresan. Su tenor 

representa un cambio importante a la situación preexistente a su 

dictación, al derogar la responsabilidad subsidiaria que establecía el 

artículo 64 del Código del ramo, asentando una de carácter directo que 

recae sobre la empresa principal para el evento de incumplir el deber 

que el mismo texto le impone, ya no como garante del derecho de los 

trabajadores que debe ser tutelado por su empleador directo, sino por 

su propia conducta que ha contribuido a la generación del evento 

dañoso. Esta disposición debe ser comprendida como una estipulación 

expresa de la ley del deber de proteger a la parte más débil, que deriva 

de la naturaleza del contrato, e influye en él más allá de la voluntad de 



las partes por su carácter de norma de orden público de protección, 

agregando a la nómina de sujetos responsables de las referidas 

obligaciones a un deudor más de la seguridad del trabajador, 

estableciendo en la especie un verdadero crédito en su favor.    

Quinto: Que, por otro lado, respecto de la naturaleza de la 

obligación de seguridad, este tribunal ya ha señalado que ella se 

encuentra impuesta por la ley mediante el artículo 184 del Código del 

Trabajo, y como norma de orden público que es, se incorpora al vínculo 

contractual de forma indisoluble, constituyéndose en un elemento 

esencial del mismo. Por ello, aunque su origen es legal, se integra al 

contrato atendida la especial naturaleza de la relación jurídica que se 

gesta entre empleador y trabajador, por lo que cuando ella no es 

observada se incumple el contrato en una obligación esencial. Así, 

entonces, dicho deber es inherente a la relación laboral  y tiene 

indudablemente tal carácter.  

Sexto: Que respecto del punto propuesto en la especie, sobre el 

estatuto de la responsabilidad del dueño de obra, es necesario formular 

una serie de consideraciones. En primer lugar, es preciso tener en 

cuenta que el carácter tuitivo de las normas que se revisan queda 

demostrado al constatar el acrecimiento de la garantía patrimonial 

universal establecida en favor del trabajador subcontratado ante el 

incumplimiento o inobservancia de los derechos que la ley le reconoce y 

cautela de forma especial, de manera que la aplicación de las 

instituciones del derecho civil abordadas por ellas deben serlo bajo el 

prisma de los principios del Derecho del Trabajo. 

En segundo término, que el régimen de protección incorporado por 

la ley 20.123 tuvo por finalidad intensificar las responsabilidades de la 

empresa principal en relación a los trabajadores de contratistas y 

subcontratistas, de manera que su diseño debe ser analizado en tal 

óptica, como un todo que supera la normativa vigente a la época de su 

introducción,  criticada por escueta e imprecisa.  

En tercer lugar, establecida como lo ha sido por el artículo 183 E la 

responsabilidad directa del dueño de la obra respecto de la obligación de 

seguridad, y al ser ésta una de naturaleza laboral, inserta en el contrato 



por disposición de la ley, su extensión al principal ha hecho surgir en la 

doctrina dos tesis que buscan responder la pregunta referida a su 

estatuto jurídico. De acuerdo a la primera, la consideración del carácter 

de tercero del dueño de la obra en relación al vínculo laboral entre 

contratista y trabajador, permitiría calificarla como de naturaleza 

extracontractual, resultando aplicables las disposiciones legales 

correspondientes a la materia respecto de, entre otros aspectos, la 

forma de contribuir a la deuda por los obligados y sede a la cual está 

entregado su conocimiento. Sin embargo la misma doctrina ha 

observado que tal concepción  se advierte en pugna con las finalidades 

tenidas en cuenta por la ley al pretender la intensificación de la 

responsabilidad del ente que ella aborda, por lo que la otra alternativa 

es calificarla como de carácter contractual, lo que permite su 

conocimiento en sede laboral.  

La objeción que se plantea a lo forzado de tal atribución, en 

atención a la condición de tercero del dueño de obra, se salva, en 

concepto de los autores, al entender el artículo 183 E como una 

excepción legal al efecto relativo de los contratos, tomando en cuenta 

que se está ante pactos vinculados (empresa principal y contratista, por 

una parte, y contrato entre esta última y los trabajadores) en 

consideración a la especialidad de la relación laboral. Esta última 

comprensión es la que ha permitido el conocimiento en esta sede  de la 

acción intentada en autos, contra el empleador directo y el dueño de la 

obra, y es la que este tribunal suscribe, por avenirse con los objetivos 

tenidos en cuenta al dictar la ley que se analiza.  

Séptimo:  Que, de esta manera, tanto por los objetivos tenidos 

en cuenta por el legislador laboral al dictar la Ley 20.123, los principios 

que deben orientar las asignaciones de sentido de sus prescripciones y 

su relación con otras áreas del ordenamiento jurídico, es que estos 

jueces concluyen que no ha existido el error de derecho denunciado en 

el recurso de nulidad que se analiza, por el cual se pretende la 

invalidación de la sentencia de la instancia, asilado en la causal 

contemplada en el artículo 477 del Código del Trabajo que permitiría 

infirmarla, cuando la sentencia ha sido dictada con infracción de ley que 



ha influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, por cuanto el juez 

del grado ha resuelto adecuadamente la litis, asignando un alcance 

correcto a las disposiciones invocadas en sustento de los derechos del 

actor.  

En efecto, sentado como lo ha sido que las prescripciones de la ley 

20.123 han obedecido a la intención de dotar a los trabajadores 

subcontratados de un estatuto de protección más intenso y exhaustivo 

que el existente a la fecha de su dictación, no es posible ni adecuado 

sostener un alcance de tales disposiciones que signifiquen un deterioro 

de las posibilidades que el sistema otorga al afectado para obtener un 

resarcimiento de los perjuicios sufridos por infracción de deberes 

consustanciales a la relación laboral, como son los derivados de la 

debida prestación de seguridad.  

Por ello, la intensificación de la responsabilidad de la empresa 

principal que atraviesa las normas en comento permite sostener que  si 

ante una inobservancia de los deberes que establecen los artículos 183 

C y 183 D del Código del Trabajo surge la responsabilidad solidaria de la 

empresa principal ante los incumplimientos de las obligaciones laborales 

– carácter del cual participa el deber de seguridad, como ya se ha dicho- 

y previsionales del contratista para con los trabajadores de éste, con 

mayor razón ha de surgir similar sanción ante la infracción de un deber 

del mismo tipo – laboral- y que grava al dueño de la obra por expresa 

disposición de la ley. 

Octavo: Que, por otra parte,  una interpretación diversa a la que 

se sostiene implicaría aceptar el contrasentido que significaría que una 

víctima por repercusión de un accidente de trabajo, obligada a 

demandar a los responsables del resultado dañoso en sede civil bajo el 

estatuto de la responsabilidad extracontractual,  se vería favorecida por 

un régimen de responsabilidad más riguroso respecto de la persona de 

los deudores que el propio afectado directo, parte inmediata del vínculo 

laboral, lo que demuestra la inconsistencia de semejante inteligencia de 

la norma.  

De esta manera, aún ante el silencio de la ley en la asignación 

expresa del régimen de responsabilidad al que se encuentra sujeto el 



dueño de obra cuando es demandado conjuntamente con el contratista, 

cada uno en virtud de la infracción de sus respectivos deberes que 

hicieron posible un único resultado lesivo, la comprensión conjunta de 

las disposiciones mencionadas bajo el prisma interpretativo propio del 

Derecho Laboral que permite a los jueces la asignación de sentido  de 

sus disposiciones conforme el criterio pro operario que posibilita la 

integración de las normas que regulan una misma materia,  fuerza a 

concluir que tal estatuto es el propio de la solidaridad, con los matices 

que el derecho laboral introduce en su comprensión, conforme se 

advierte de los términos de la propia Ley 20.123.  

En razón de lo concluido, no puede conculcarse con lo resuelto los 

artículos 1511 y 1526 del Código Civil, por cuanto la interpretación que 

se ha dado a las normas en análisis es la que permite su máxima 

expresión protectora, coherente con los fines tenidos en consideración 

para su elaboración.  

Noveno: Que, por lo expuesto, establecido como lo ha sido por la 

sentencia de la instancia, la responsabilidad directa de los dos 

demandados de autos, Comercial Sepmo y Cía. Ltda. en cuanto 

empleador del actor, y de la recurrente, Pesquera Orizon S.A, mandante 

del primero, por infracción al deber de cuidado, de naturaleza 

evidentemente laboral, el juez del grado ha resuelto correctamente la 

litis al establecer que la responsabilidad de ambos obligados es de 

carácter solidario.  

Décimo: Que no obsta a la conclusión precedente el que el 

artículo 183 B establezca tal estatuto como sanción para el dueño de 

obra que no observó las prescripciones de los artículos que siguen al 

citado, en relación a las obligaciones laborales de dar, por cuanto en 

último término, el pago de la indemnización establecida en autos por 

daño moral convierte el deber de cuidado infraccionado en uno de tal 

carácter. 

Undécimo: Que, en consecuencia, al haberse establecido en la 

sentencia del grado que la responsabilidad de los demandados de autos 

es solidaria no se ha incurrido en la infracción de ley denunciada por la 



demandada, por lo que el arbitrio de nulidad deducido será 

desestimado. 

Por estas consideraciones y en virtud de lo dispuesto en los 

artículos 477 y siguientes del Código del Trabajo, se rechaza, sin 

costas, el recurso de nulidad interpuesto por la demandada Pesquera 

Orizon S.A. contra la sentencia dictada por el juez titular del Segundo 

Juzgado de Letras del Trabajo de Coronel, en estos autos RIT O-52-

2012, caratulados “Molina con Comercial Sepmo y Cía. Ltda y Pesquera 

Orizon S.A.”. 

Se previene que la ministro señora Andrea Muñoz Sánchez 

concurre al rechazo del recurso de nulidad, teniendo únicamente 

presente los fundamentos 8° a 11° contenidos en la sentencia de la 

Corte de Apelaciones de Santiago, rol 8755-2009, con la cual se hizo la 

comparación en el recurso de unificación de jurisprudencia, los que 

comparte. En efecto, a su juicio, la fuente de la solidaridad que cabe 

aplicar al caso de autos se encuentra en el artículo 183–B del Código del 

Trabajo, desde que el hecho que la empresa principal tenga una 

responsabilidad directa (artículo 183–E del cuerpo legal citado) no 

significa otra cosa sino que se la pueda demandar independientemente 

del empleador directo, por su propia responsabilidad, lo que no elimina 

la solidaridad pasiva que la ley establece respecto de las obligaciones 

laborales que éste último haya adquirido, entre las que se cuenta la de 

indemnizar los perjuicios ocasionados por la infracción de su obligación 

de seguridad, contenida en el artículo 184 del Código del Trabajo. 

Redacción a cargo del Ministro señor Ricardo Blanco Herrera, y la 

prevención de su autora.    

Regístrese y devuélvanse, con sus agregados. 

N° 10.139-2013. 

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los 

Ministros señor Ricardo Blanco H., señora Gloria Ana Chevesich R., 

señor Carlos Aránguiz Z., señora Andrea Muñoz S., y el Abogado 

Integrante señor Arturo Prado P. No firman las Ministras señoras 

Chevesich y Muñoz, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo 



de la causa, por estar con feriado legal la primera y por estar con 

permiso la segunda. Santiago, diez de junio de dos mil catorce.  

 

 

Autoriza la Ministra de Fe de la Excma. Corte Suprema. 

 

 

En Santiago, a diez de junio de dos mil catorce, notifiqué en Secretaria 

por el Estado Diario la resolución precedente. 

 

 

 


